GRAVE DETERIORO DEMOCRÁTICO


En el contexto actual en donde determinadas Leyes como la de Partidos Políticos y Resoluciones Judiciales como las que se están adoptando en el Juzgado Central de Instrucción N. 5 de la Audiencia Nacional niegan aspectos esenciales de cualquier estructura democrática de poder convencionalmente aceptable, procede decir:


- Que habiendo sido valorada prolijamente la Ley de Partidos Políticos procede realizar una reflexión sobre el Procedimiento previsto por dicha ley para la ilegalización de un Partido. Se trata de un Procedimiento sin parangón  en el derecho comparado, un Procedimiento mixto en el que perturbadoramente intervienen de forma conjunta el Poder Legislativo, el Poder Ejecutivo y el Poder Judicial, institucionalizándose lo que la Ley Orgánica del Poder Judicial prohíbe por ser una conducta atentatoria a la independencia judicial, la conducta consistente en instar al poder judicial la adopción de una decisión desde poderes ajenos al mismo (Ejecutivo o Legislativo), conducta considerada por la Ley Orgánica del Poder Judicial en desarrollo de la propia Constitución gravemente atentatoria para el funcionamiento independiente de la Administración de Justicia.


- Es difícil concebir que un Órgano Judicial, sin negar la honestidad de sus componentes, pueda resistir la presión concertada del Congreso de los Diputados, del Gobierno Español, del Ministerio Fiscal, de las Juntas de Fiscales y paradójicamente del propio Consejo General del Poder Judicial, que ya se ha pronunciado a través de su Portavoz sobre la conexión entre ETA y  Batasuna y la pertinencia de la ilegalización, es decir, el órgano de gobierno de la Sala  Especial del Tribunal Supremo que se ha de pronunciar sobre la ilegalización está ya indicando a dicho órgano judicial lo que debe resolver (peculiar forma de concebir la independencia judicial).


- En cuanto al Auto del Juez Garzón ya corregido por el propio Juez en diversas ocasiones procede afirmar que toda su arquitectura jurídica se basa en un precepto del Código Penal (el Art. 129) absolutamente inaplicable a una organización que todavía no ha sido condenada por una sentencia judicial. El artículo 129 del Código Penal se refiere a determinadas consecuencias accesorias de la pena, este precepto no establece medida cautelar de ningún tipo sino consecuencias accesorias a una pena ya impuesta (pena que si versara sobre la ilegalización tendría que derivar de la aplicación del Art. 515 del Código Penal que establece las conductas que legitiman para ilegalizar a una organización política y que este Juez de Instrucción probablemente no podrá probar puesto que no ha acudido a esta vía). Resultando inaplicable el Art. 129 del Código Penal queda desmontada toda la arquitectura jurídica de la Resolución Judicial, negando los requerimientos del Principio de Legalidad Penal.


- Reflexiones parecidas a las anteriores procede realizar en lo relativo a la imposición hecha en su día por el Juzgado  de Instrucción N. 5 de la Audiencia Nacional relativo a la imposición de la responsabilidad civil a una organización sin concurrir una imputación directa de responsabilidad criminal realizada por una sentencia judicial firme aplicando sin ninguna argumentación probatoria los supuestos del Art. 120 del Código Penal, desatendiéndose de nuevo los requerimientos del Principio de Legalidad Penal.


- Entre las medidas adoptadas en el Auto resultan particularmente discutibles y así ha sido denunciado por diversas Asociaciones Judiciales la suspensión de la capacidad de convocar manifestaciones, concentraciones o actos públicos limitando las facultades de actuación que derivan de un derecho fundamental mediante el ejercicio de una competencia harto dudosa adoptada como medida cautelar, la competencia para prohibir el ejercicio de dicho derecho corresponde a la Administración competente.


Estas son algunas de las reflexiones que procede hacer públicas en una situación de grave deterioro de las libertades de todos los ciudadanos a la que asisten numerosas personas de probada tradición democrática y honestidad cívica con una actitud pasiva y en ominoso silencio. 

